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Exp. 282/2022-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 282/2022/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: TITULAR DE LA DIRECCIÓN DE RECAUDACIÓN Y POLÍTICA FISCAL, DEPENDIENTE DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS, DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., a veinticuatro de mayo del dos mil veintitrés.

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 282/2022/2, promovido por la persona moral denominada **********, por conducto de su representante legal el C. **********, contra actos del Titular de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la Dirección General de Ingresos, de la Secretaria de Finanzas del Gobierno Estado de San Luis Potosí, y 
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el doce de abril del dos mil veintidós, compareció la persona moral denominada **********, por conducto de su representante legal el C. **********,**********a promover demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del Titular de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la Dirección General de Ingresos, de la Secretaria de Finanzas del Gobierno Estado de San Luis Potosí, señalando como acto impugnado el que hizo consistir de la siguiente manera:

“A. La resolución identificada con el número de requerimiento ********** de 14 de febrero de 2022, a través de la cual el Titular de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, determinó el crédito fiscal número **********, en atención a que impuso a la parte actora once multas en cantidad total de **********, por supuestas infracciones a las disposiciones del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, respecto obligaciones correspondientes a los periodos de abril de 2017 a febrero de 2018, del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal.

B. El requerimiento de autoridad número ********** supuestamente notificado el 19 de junio de 2018, y que se atribuye su emisión al Titular de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado De San Luis Potosí.

C. La resolución identificada con el número de requerimiento ********** de 14 de marzo de 2022, a través de la cual el Titular de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, determinó el crédito fiscal número **********, en atención a que impuso a la parte actora once multas en cantidad total de **********, por supuestas infracciones a las disposiciones del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, respecto obligaciones correspondientes a los periodos de abril a diciembre de 2017, del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal.

D. El requerimiento de autoridad número ********** supuestamente notificado el 29 de diciembre de 2019, y que se atribuye su emisión al Titular de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado De San Luis Potosí.”

II.- Mediante proveído de dieciocho de abril del dos mil veintidós, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera, apercibida que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 

Asimismo, se tuvo a la parte accionante por ofreciendo las pruebas que refirió en su escrito inicial de demanda, de las que se reservó su admisión para el momento que se resolviera sobre la contestación de la demanda.

III.- En auto de fecha nueve de junio dos mil veintidós, se dio cuenta con el oficio signado por el **********, su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la citada Secretaría; recibido el doce de mayo del año en curso, en la oficialía de partes de este Tribunal.
Por tanto, se tuvo por contestada la demanda al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la autoridad demandada, en virtud de lo cual con la copia simple del oficio contestatorio y su anexo, se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que en su derecho correspondieran.

En ese orden, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes las siguientes:

Del actor:

· Instrumento Notarial número veintiún mil novecientos noventa y tres con el cual acredita su personalidad.

· Resolución relativa al crédito fiscal ********** de fecha catorce de febrero de dos mil veintidós, acto impugnado.
· Resolución relativa al crédito fiscal ********** de fecha catorce de marzo de dos mil veintidós, acto impugnado.
· Comprobantes emitidos por la Secretaría de Finanzas con números de folio: **********. 
· La presuncional legal y humana.

· La instrumental de actuaciones.

Tocante a la prueba documental detallada como expediente administrativo que dieron lugar a la resolución impugnada, señalada en el punto 2 del capítulo de pruebas de su demanda; se  requirió a la actora, para que en el término de cinco días hábiles, exhibiera el escrito mediante el cual justificara, que previo a la presentación de su demanda, solicitó dicho expediente administrativo, ante las demandadas en este juicio; apercibida que en caso de no hacerlo en el plazo concedido traerá como consecuencia el desechamiento de la prueba correspondiente.

Al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la autoridad demandada perteneciente a la Secretaría de Finanzas: se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:

· La instrumental de actuaciones.

· La presuncional legal y humana.

· Copia certificada del oficio **********, de fecha seis de mayo de 2022, documental detallada en el punto 1 del capítulo de pruebas de la contestación de demanda.

Por otra parte y debido a que la autoridad demandada, al contestar la demanda manifestó que habían cesado los efectos legales del Crédito Fiscal **********, al haber sido dejados sin efectos mediante oficio ********** de fecha seis de mayo del año en curso, el cual fue anexado a su contestación; a efecto de que esta Segunda Sala, estuviera en condiciones de pronunciarse al respecto, con fundamento en el numeral 131 fracción IV del Código de Procedimientos Civiles del Estado aplicado supletoriamente, se requirió a la parte actora, para que dentro del término de tres días manifestara si sus pretensiones respecto al crédito fiscal ********** se encontraban satisfechas, o bien si deseaba continuar con el presente juicio atento a dicho acto impugnado, apercibida que en caso de no contestar el requerimiento formulado se continuaría con la tramitación del presente juicio.

Por último se precisó que una vez que transcurriera el término que le fue otorgado a la parte actora y fuera el momento procesal oportuno, se fijará fecha y hora para la celebración de la audiencia final.
IV.- En proveído dictado el nueve de marzo del dos mil veintitrés, se tuvo a la persona mora actora **********, por no realizando manifestación alguna en relación a las pretensiones, respecto del crédito fiscal **********, ordenándose continuar con el procedimiento; además de que también se le tuvo a la citada persona moral, por desechada la documental consistente en el expediente administrativo que dio lugar a la resolución impugnada, debido a que no atendió el requerimiento que le fue formulado dentro del término legal que le fue señalado en auto de fecha nueve de junio del dos mil veintidós.

Por último, se señalaron las trece horas del diecisiete de abril del dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia de ley y se hizo la precisión que debido al fenómeno de salud pública existente en la república mexicana, a partir del Virus SARS CoV2 (COVID-19) y considerando que las pruebas a desahogar no requerían la práctica de diligencias de forma material, por lo que la audiencia final se celebraría sin la asistencia de las partes.

V.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala Unitaria dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación a la de misma; se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes. Finalmente se citó para resolver y se turnaron los autos para formular el proyecto respectivo. 

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1, 2, 7 fracción I, y 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En cuanto al interés jurídico de la parte actora, está plenamente acreditado ya que comparece a juicio el C. **********, en su carácter de representante legal de la persona moral denominada “**********” quien acredita su personalidad con la copia certificada del instrumento notarial número **********, tomo número **********, del protocolo a cargo del Notario Público **********, con ejercicio en esta ciudad de San Luis Potosí, que contiene el poder general amplio al C. **********; documento visible a fojas 28 a la 30 de autos, conforme a lo previsto en el artículo 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

El C. **********, en su carácter de represente legal de la persona moral actora**********”, comparece a impugnar los siguientes actos: a) El crédito fiscal número **********, en el que se impone a la persona moral actora  once multas en cantidad total de **********, por supuestas infracciones a las disposiciones del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, respecto obligaciones correspondientes a los periodos de abril de 2017 a febrero de 2018, del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal; b) requerimiento de autoridad número ********** supuestamente notificado el 19 de junio de 2018; c) El crédito fiscal número **********, mediante el cual se impuso a la parte actora once multas en cantidad total de ********** por supuestas infracciones a las disposiciones del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, respecto obligaciones correspondientes a los periodos de abril a diciembre de 2017, del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal; d) El requerimiento de autoridad número ********** supuestamente notificado el 29 de diciembre de 2019; de ahí que acredita su legitimidad para comparecer a juicio, dado que en dichos actos se advierte que aparece como destinatario del mismo la persona moral actora.
Tocante a la autoridad demandada compareció a dar contestación el **********, su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación del Director de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la citada Secretaría; el cual para acreditar la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada de su nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 69 de autos.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de las resoluciones siguientes:

a) El crédito fiscal número **********, en el que se impone a la persona moral actora once multas en cantidad total de **********, por concepto de no presentar la declaración y formulario a que está obligado conforme al artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado,, correspondiente a los meses abril a diciembre del 2017 y enero-febrero de 2018 respectivamente; así como el requerimiento de autoridad número ********** supuestamente notificado el 19 de junio de 2018.
b) El crédito fiscal número **********, mediante el cual se impuso a la parte actora nueve multas en cantidad total de ********** por concepto de no presentar la declaración y formulario a que está obligado conforme al artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado, correspondiente a los meses abril a diciembre del 2017; así como el requerimiento de autoridad número ********** supuestamente notificado el 29 de diciembre de 2019.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la accionante en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido esta Sala Unitaria advierte que el Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, quien compareció en representación del Director de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la citada Secretaría;  al contestar la demanda, hace valer la causal de sobreseimiento prevista en la fracción IV del artículo 228 del Código Procesal Administrativo del Estado, que se refiere al sobreseimiento del juicio, “si la autoridad demandada deja sin efecto la resolución o acto impugnado, siempre y cuando se satisfaga la pretensión del demandante”; y al efecto manifiesta que se actualiza la causal de sobreseimiento invocada, porque el crédito fiscal número **********, fue dejado sin efecto de manera definitiva y sin establecer limitación alguna, mediante oficio ********** emitido el seis de mayo del dos mil veintidós, por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado.

Al respecto, a juicio de esta Sala Unitaria, en la especie se actualiza la causal de improcedencia que propone la autoridad demandada, de acuerdo con las consideraciones que a continuación se exponen.

En principio es de tener en cuenta el contenido del artículo 229 fracción IV, del ya referido Código Procesal Administrativo+- del estado, el cual reza lo siguiente:

“ARTICULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

…

IV. Si la autoridad demandada deja sin efecto la resolución o acto impugnado, siempre y cuando se satisfaga la pretensión del demandante;

…”
Del normativo en cita se advierte que el sobreseimiento del juicio a que se refiere dicha disposición, se actualiza, cuando la autoridad demandada deja sin efecto la resolución o acto impugnado.

Cabe precisar que para que una revocación administrativa conduzca al sobreseimiento del juicio de nulidad, es indispensable que se satisfaga la pretensión del demandante, es decir, que la extinción del acto atienda lo efectivamente pedido por el actor en la demanda.

Ahora bien, retomando los argumentos que hace la autoridad demandada, en su escrito de contestación, se tiene que aduce que mediante oficio ********** emitido el seis de mayo del dos mil veintidós por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, se dejó sin efectos y sin establecer limitación alguna, el crédito fiscal número **********, exhibiendo al efecto copia certificada del citado oficio, el que obra agregado a foja 71 y 72 de autos.

En ese tenor dado que lo manifestado por las autoridades en la contestación de la demanda y en el oficio **********, constituyen hechos afirmados en documentos públicos, hacen prueba plena en términos del artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, mismo que para una mejor ilustración se digitaliza a continuación.

(Imagen digitalizada)
De la imagen digitalizada del oficio **********, se obtiene que la autoridad demandada -Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado-, señala expresamente en el párrafo segundo que del análisis que realizó la emisora del acto impugnado, a las constancias que integran el crédito determinante se encontró que el contribuyente dio cumplimiento a las disposiciones fiscales que dieron origen a la multa impugnada, antes de mediar requerimiento alguno, alcanzando con ello, el beneficio de la no imposición de multas establecidas en el artículo 146 del Código Fiscal del Estado, al haberse actualizado la figura del cumplimiento espontaneo;  así mismo, en su resolutivo Primero, dice textualmente lo siguiente: 

“PRIMERO.- Se deja sin efecto la resolución determinante del crédito fiscal número **********, número de requerimiento a cargo del contribuyente ********** en virtud de que dio cumplimiento espontaneo de las obligaciones fiscales referidas sin condición ni reservas de las facultades con las que cuenta esta autoridad para emitir un nuevo acto derivado de las obligaciones del crédito fiscal en mención”

En ese sentido, resulta evidente que se dejó sin efectos la resolución determinante del crédito fiscal **********, número de requerimiento **********, a cargo del contribuyente **********, sin condición y reserva de las facultades con la que cuenta esa autoridad para emitir un nuevo acto, cancelando dicha resolución determinante en virtud de actualizarse el cumplimiento espontaneo por parte de la persona moral actora, según lo señalado en el párrafo segundo del citado oficio y resolutivo primero de mismo, de ahí que el crédito fiscal determinado ha quedado sin efecto sin condición alguna; entendiéndose por lo anterior que no podrá emitir acto alguno en ese sentido, por lo que esta Sala Unitaria considera que si el acto de cobro coactivo fue dejado sin efectos, ello es suficiente para tener por actualizada la causal de sobreseimiento prevista en la fracción IV, del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Lo anterior es así, en virtud de que al haber sido dejado sin efecto el acto impugnado por parte de la autoridad demandada, al actualizarse la figura de cumplimiento espontaneo; se entiende que el mismo ya no existe, y por consecuencia ya no existe una afectación a los intereses del demandante.

Esta Sala no omite señalar que en la especie se estima que la revocación administrativa que la autoridad demandada realizó mediante el oficio **********, satisface las pretensiones de la parte actora, dado que en su escrito de demanda de nulidad, específicamente en el apartado denominado “PRETENCIONES” señala como pretensión de la demanda la que hace consistir como “se declare la nulidad de las resoluciones identificadas con los numero de requerimiento ********** de 14 de febrero de 2023 y **********de 14 de marzo de 2022, determinante de los créditos fiscales********** y **********
De igual manera cabe señalar que mediante auto de fecha nueve de junio de dos mil veintidós, se le corrió traslado a la parte actora respecto de lo manifestado por la autoridad demandada en la contestación de demanda, a efecto de que manifestara lo que a su derecho conviniera, sin que la parte actora haya ejercido dicho derecho, de lo que se sigue que el sobreseimiento solicitado por el Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en representación de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal dependiente de la Dirección General de Ingresos de la citada Secretaría de Finanzas, satisface la pretensión del demandante y que se dejó de afectar su esfera jurídica, únicamente respecto del crédito fiscal **********, número de requerimiento ********** a cargo del contribuyente **********.
Sirve de apoyo a lo anterior, las jurisprudencias cuyos datos de localización, rubro y contenido son los siguientes.

“Registro digital: 168489, Instancia: Segunda Sala, Novena Época, Materias(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 156/2008, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVIII, Noviembre de 2008, página 226, Tipo: Jurisprudencia

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA CAUSA DE SOBRESEIMIENTO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 9o., FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO RELATIVO, SE ACTUALIZA CUANDO LA REVOCACIÓN DEL ACTO IMPUGNADO SATISFACE LA PRETENSIÓN DEL DEMANDANTE. De acuerdo con el criterio reiterado de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las autoridades no pueden revocar sus actos si en ellos se otorgan beneficios a los particulares, pues en su caso procede el juicio de lesividad. Asimismo, la autoridad competente podrá revocar sus actos antes de iniciar el juicio de nulidad o durante el proceso. En el primer supuesto, será suficiente que la revocación extinga el acto administrativo impugnado, quedando la autoridad, en algunos casos, en aptitud de emitirlo nuevamente; en cambio, si la revocación acontece una vez iniciado el juicio de nulidad y hasta antes del cierre de instrucción, para que se actualice la causa de sobreseimiento a que se refiere el precepto indicado es requisito que se satisfaga la pretensión del demandante, esto es, que la extinción del acto atienda a lo efectivamente pedido por el actor en la demanda o, en su caso, en la ampliación, pero vinculada a la naturaleza del acto impugnado. De esta manera, conforme al precepto indicado, el órgano jurisdiccional competente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, previo al sobreseimiento del juicio de nulidad, debe analizar si la revocación satisface las pretensiones del demandante, pues de otro modo deberá continuar el trámite del juicio de nulidad. Lo anterior es así, toda vez que el sobreseimiento en el juicio de nulidad originado por la revocación del acto durante la secuela procesal no debe causar perjuicio al demandante, pues estimar lo contrario constituiría una violación al principio de acceso a la justicia tutelado por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos….”
“Registro digital: 169411, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: VIII.3o. J/25, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Junio de 2008, página 1165, Tipo: Jurisprudencia

SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE NULIDAD. PARA QUE SE ACTUALICE LA CAUSA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 9o., FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO POR REVOCACIÓN DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, ES NECESARIO QUE SE SATISFAGA LA PRETENSIÓN DEL DEMANDANTE Y QUE LOS FUNDAMENTOS Y MOTIVOS EN LOS QUE LA AUTORIDAD SE APOYE PARA ELLO EVIDENCIEN CLARAMENTE SU VOLUNTAD DE EXTINGUIR EL ACTO DE MANERA PLENA E INCONDICIONAL SIN QUEDAR EN APTITUD DE REITERARLO. El artículo 215, tercer párrafo, del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, establecía que al contestar la demanda o hasta antes del cierre de la instrucción, la autoridad demandada en el juicio de nulidad podía revocar la resolución impugnada, mientras que el artículo 203, fracción IV, del citado ordenamiento y vigencia, preveía que procedía el sobreseimiento cuando: "la autoridad demandada deja sin efecto el acto impugnado.". Por otra parte, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 1o. de diciembre de 2005 que entró en vigor el 1o. de enero del año siguiente, fue expedida la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, la cual, en sus artículos 9o., fracción IV, y 22, último párrafo, establece lo siguiente: "Artículo 9o. Procede el sobreseimiento: ... IV. Si la autoridad demandada deja sin efecto la resolución o acto impugnados, siempre y cuando se satisfaga la pretensión del demandante." y "Artículo 22 ... En la contestación de la demanda, o hasta antes del cierre de la instrucción, la autoridad demandada podrá allanarse a las pretensiones del demandante o revocar la resolución impugnada.". Así, la referida causa de sobreseimiento sufrió una modificación sustancial en su texto, pues ahora, para que el acto impugnado quede sin efecto debido a la revocación administrativa de la autoridad demandada, es necesario que mediante ella hubiese quedado satisfecha la pretensión del demandante a través de sus agravios, siempre que los fundamentos y motivos en los que la autoridad se apoye para revocar la resolución impugnada evidencien claramente su voluntad de extinguir el acto de manera plena e incondicional sin quedar en aptitud de reiterarlo….”
Bajo las anteriores consideraciones, es que esta Sala Unitaria estima que resulta fundada la causal de sobreseimiento planteada por la autoridad demandada, por lo que en consecuencia, con fundamento en el articulo 229 fracción IV, del ya referido Código Procesal Administrativo del Estado, por lo que procede decretar el SOBRESEIMIENTO del juicio respecto del crédito fiscal número **********, de fecha catorce de febrero del dos mil veintidós, determinado a la persona moral denominada “**********, número de requerimiento **********  el cual fue emitido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado en el que se impone a la persona moral actora once multas en cantidad total de **********, por concepto de no presentar la declaración y formulario a que está obligado conforme al artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado, correspondiente a los meses abril a diciembre del 2017 y enero-febrero de 2018.
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de fojas de la 07 a la 25 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO."
SEXTO.- En el presente considerando se procede analizar los conceptos de impugnación que vierte el actor en relación al crédito fiscal número **********, mediante el cual se impuso a la parte actora nueve multas en cantidad total de ********** por concepto de no presentar la declaración y formulario a que está obligado, conforme al artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado, correspondiente a los meses abril a diciembre del 2017; así como el requerimiento de autoridad número ********** supuestamente notificado el 29 de diciembre de 2019, a la luz de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora.
Ahora bien, a juicio de la Magistrada titular de la Segunda Sala, estima que resultan fundados los conceptos de impugnación señalados como primero y segundo del escrito de demanda, pues en ambos, el actor vierte argumentos tendientes a desvirtuar la legalidad de la notificación del requerimiento **********, que dio origen al crédito fiscal número **********, en razón de las siguientes consideraciones.
Respecto del crédito fiscal que le fue determinado, la actora en principio niega lisa y llanamente que le haya sido notificado y entregado el requerimiento de obligaciones con número de emisión **********, a que se refiere la autoridad en el crédito fiscal ********** y refiere que cumplió con la obligación de la presentación de la declaración de pago mensual del impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, de manera espontánea; de ahí que ante dicha negativa por parte del actor, le fue revertida la carga probatoria de acreditar la certeza de los hechos negados a la autoridad demandada.

La autoridad demandada por su parte, no acredito la legal notificación y entrega del requerimiento en mención al actor, pues al contestar la demanda no exhibió copia certificada del requerimiento con número de emisión ********** ni las constancias de notificación correspondientes, de ahí que no existe documento alguno en que conste las diligencias de notificación del requerimiento de autoridad ya señalado, que se  ajuste a las reglas del procedimiento de notificación previstas en la norma.

Lo anterior es así, dado que debemos tener en cuenta que la notificación personal tiene como finalidad comunicar jurídicamente al particular las resoluciones dictadas por las autoridades, las cuales pudieran afectar sus derechos e intereses, de ahí que en función de la finalidad y los efectos jurídicos que pudieran derivarse, debe existir certeza de que el particular destinatario del acto a notificar, efectivamente tuvo conocimiento del mismo, por lo que en la diligencia de notificación se debe observar el cumplimiento de los requisitos formales establecidos en la Ley de la materia, conforme al principio de seguridad jurídica que tutela el artículo 16 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos. 

Al efecto, tocante a las notificaciones personales en materia fiscal cobra relevancia el artículo 73 del Código Fiscal del Estado, que establece las reglas a las que debe ajustarse la diligencia correspondiente y cuyo normativo enseguida se transcribe para una mejor claridad del asunto.

ARTICULO 73.- Las notificaciones personales se harán siguiendo las siguientes reglas: 

I. El notificador acudirá al domicilio señalado para llevar a efecto la notificación y solicitará la presencia del interesado o de su representante legal. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se practicará levantando el acta correspondiente;

II. En el caso de que no se encuentre al interesado o a su representante, se dejará citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio o con un vecino para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, anotando en el citatorio el día y la hora en que se dejó, el nombre y firma, cargo de la persona que lo recibió y el nombre y la firma del notificado;

III. El día y hora señalada en el citatorio, acudirá nuevamente el notificador y solicitará la presencia del contribuyente o de su representante legal, asentando en el acta respectiva esta circunstancia. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se llevará a cabo. En caso contrario, de igual manera se hará la notificación con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando en cualquier caso el acta correspondiente circunstanciando los hechos;

IV. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentará este hecho, en presencia de dos testigos, nombrados por el interesado o, en su defecto por el notificador, indicando el nombre y domicilio de éstos, sin que ello invalide la notificación. En este caso, se hará la notificación por instructivo, en términos del artículo 77 de este Código; 

V. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia, además se niegan a recibir la notificación, ésta se hará por medio de instructivo;

VI. En el caso de las notificaciones personales, surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practiquen, a menos que antes el interesado reconozca expresamente conocer el acto administrativo, y 

VII. Una notificación personal, aún cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo precedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.

De contenido del citado artículo se obtiene que la diligencia de notificación personal se llevara a cabo en los términos siguientes:

I. El notificador se constituirá en el domicilio del interesado, de quien requerirá su presencia, y a falta de este, la de su representante legal. 

II. En caso de que el notificador no encuentre a quien deba notificar, (interesado o representante legal) le dejará citatorio en el domicilio con quien se encuentre, o en su defecto con un vecino, para que espere a una hora fija del día hábil siguiente. 

III. Además, si la persona citada o su representante legal no esperaren, se practicará la diligencia con quien se encuentre en el domicilio. Y en caso de que se negaran a recibir la notificación, ésta se hará por medio de instructivo, debiendo el notificador levantar en cualquier caso el acta correspondiente circunstanciando los hechos.
En el caso se tiene, que la autoridad demandada sostiene la legalidad del crédito fiscal número **********, mediante el cual se impuso a la ahora actora, multas por la cantidad total de ********** por concepto de no presentar la declaración y formulario a que está obligado conforme al artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado, correspondiente a los meses abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del dos mil diecisiete, y al efecto precisa que el cumplimiento de dicha obligación le fue solicitada mediante requerimiento de autoridad número **********
Lo cierto es que la autoridad demandada al momento de contestar la demanda no exhibió el requerimiento ********** ni tampoco las constancias de las que se pruebe la notificación de dicho requerimiento a la persona moral hoy actora, que indubitablemente lleven a la certeza de la existencia y notificación del mismo.

Derivado de lo anterior, se concluye que la demandada no acredito la notificación del requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión **********, dirigido a la persona moral actora, ajustado a las formalidades que para las notificaciones personales, prevé el Código Fiscal del Estado  específicamente con la circunstanciación a que se refiere el artículo 73 del citado Código.
Consecuentemente, al no acreditar la existencia del requerimiento ya señalado, y la notificación el mismo, es de resultar fundado el cumplimiento espontaneo que hace valer la parte actora, cuando refiere que presentó de manera espontánea las declaraciones y formularios a que está obligado conforme al artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado, correspondiente a los meses abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del dos mil diecisiete, lo cual no fue controvertido por la autoridad demandada al producir su contestación de demanda, quien únicamente refiere que dejó sin efectos la resolución determinante del diverso crédito fiscal **********, número de requerimiento **********, a cargo del contribuyente ********** sin condición y reserva de las facultades con la que cuenta esa autoridad para emitir un nuevo acto, cancelando dicha resolución determinante en virtud de actualizarse el cumplimiento espontaneo por parte de la persona moral actora, sin embargo dicho argumento no genera litis respecto a que el ahora actor haya presentado las declaraciones señaladas en el requerimiento en cuestión.

Por lo tanto de conformidad con lo dispuesto por el artículo 146 del Código Fiscal del Estado, no procede ninguna multa, pues según lo establecido por el la citada disposición no se impondrán multas cuando el contribuyente cumpla espontáneamente con su obligación, aun cuando sea fuera del plazo, resultando pertinente realizar la transcripción del numeral anteriormente citado.

“ARTICULO 146.- No se impondrán multas cuando el contribuyente o responsable solidario cumpla espontáneamente con su obligación, aún cuando sea fuera del plazo. Se considera espontáneo el cumplimiento cuando la omisión es corregida o el pago efectuado antes de que se notifique la resolución en la que se determine la obligación incumplida, o el requerimiento para su cumplimiento; así como, antes de que se notifique el inicio del ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad. También se considera espontáneo el cumplimiento que se haga dentro de los quince días siguientes a la presentación del dictamen de contador público registrado, en el que se haga constar el incumplimiento en cuestión, en su caso. 

Tampoco se impondrán sanciones en casos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditado. 

Si la infracción deriva de la intervención de funcionarios o empleados fiscales, así como de notarios o corredores públicos, el contribuyente no estará obligado al pago de las multas, las que serán a cargo de quien la originó.”**********

Por tanto, si la parte actora acreditó que presentó sus declaraciones por concepto de no presentar la declaración y formulario a que está obligado conforme al artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado, correspondiente a los meses abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del dos mil diecisiete, antes de que tuviera conocimiento del requerimiento de obligaciones **********, resulta lógico concluir que las mismas se presentaron de manera espontánea, y que de acuerdo al numeral 146 del Código Fiscal del Estado, no procede multa alguna, por lo que es dable decretar la ilegalidad de la resolución de multas por infracciones con número de requerimiento **********, crédito fiscal número ********** de fecha catorce de marzo del dos mil veintidós, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante el cual se impuso a la ahora actora multas por la cantidad total de de **********
En ese orden de ideas, esta Segunda Sala Unitaria determina que, los argumentos de impugnación que en este acto se analizan son suficientes para considerarlos como fundados, de acuerdo a los razonamientos expuestos, ubicándose en la causal de ilegalidad prevista por la fracción IV del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado y por tanto, con fundamento en el artículo 251 del Código precitado, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el Crédito fiscal número ********** de fecha catorce de marzo del dos mil veintidós, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante el cual se impuso a la ahora actora multas por la cantidad total de de **********por concepto de multas, por no presentar la declaración y formulario a que está obligado conforme al artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado, correspondiente a los meses abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del dos mil diecisiete, y por consecuencia la NULIDAD del mismo, en virtud de que fue dictado en contravención a las disposiciones aplicables, en observancia al principio de seguridad jurídica que tutela el artículo 16 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos. 

Finalmente cabe precisar que no pasa inadvertido para esta Sala, que la parte actora señala como pretensión de la demanda, el que se orden la devolución del pago de las multas; sin embargo no es posible colmar dicha pretensión debido a que la parte actora no acredito haber realizado el pago que refiere, al no haber exhibido el recibo de pago correspondiente.

En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora, toda vez que en párrafos precedentes se decretó la nulidad lisa y llana del acto impugnado. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer   Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página:   466, que a la letra dice:

 “CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos, 229 fracción IV, 248, y 249, 250 fracción IV, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del juicio respecto del crédito fiscal número **********, de fecha catorce de febrero del dos mil veintidós, determinado a la persona moral denominada “**********, número de requerimiento **********, emitido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, en el que se impone a la persona moral actora once multas en cantidad total de **********, por concepto de no presentar la declaración y formulario a que está obligado conforme al artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado, correspondiente a los meses abril a diciembre del 2017 y enero-febrero de 2018, por las razones expuestas en el considerando Cuarto de la presente resolución.
TERCERO.- Se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en el Crédito fiscal número ********** de fecha catorce de marzo del dos mil veintidós, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante el cual se impuso a la ahora actora multas por la cantidad total de **********por concepto de multas, por no presentar la declaración y formulario a que está obligado conforme al artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado, correspondiente a los meses abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del dos mil diecisiete, con número de requerimiento **********y en consecuencia la Nulidad total del mismo, por las razones expuestas en el considerando sexto de la presente resolución.
CUARTO.- Notifíquese.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.

“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
